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Dentro del paquete de reformas en curso del gobierno de Santos se encuentra el anunciado proyecto de reforma a la Ley 30 de 1992. Si bien no se ha iniciado 
su trámite formal en el Congreso (lo cual se hará en el segundo semestre de este 
año), el documento presentado por el gobierno para ambientar la discusión es 
suficientemente ilustrativo de lo que son diseños de política educativa, cuando 
éstos se conciben desde una perspectiva de mercantilización. En ese sentido, 
se trata de algo no novedoso. Se está en presencia de una movida más, eso sí 
hay que reconocerlo, de gran calado, dentro del proceso de neoliberalización de 
la educación que se viene adelantando en el país durante las últimas décadas. 
Según los libretos de los organismos multilaterales para la educación superior, 
así como las tendencias de política educativa del capitalismo transnacionalizado 
y las mismas experiencias concretas de la organización y el funcionamiento del 
negocio de la educación en diversos lugares del mundo, la reforma en ciernes 
era de esperarse. En buena medida, ya había sido anunciada, además, por la 
intelectualidad crítica y las organizaciones profesorales y estudiantiles. Sólo 
que los análisis de éstos son banalizados o estigmatizados por su presunta 
carga conspirativa, apelándose con frecuencia al argumento de la necesaria 
frontera (muro, en realidad) entre política y academia. Después de conocerse el 
documento en mención, todavía se escuchan voces afirmando –en ese amplio 
espectro que hay entre el cinismo y la ingenuidad– que lo que está en curso no 
son genuinos procesos de privatización y uno de los más severos ataques a la 
universidad pública colombiana.
El momento y la forma de la presentación de la iniciativa merecen una 
lectura política. Por una parte, con el argumento de avanzar hacia un proyecto 
consensuado, se ha buscado o agotar la discusión antes de iniciarla (el proyecto 
“verdadero” se presentará después del debate), o encauzarla para predeterminar 
volver_52
mayo de 2011 · Bogotá, Colombia La universiDaD sitiaDa. análisis crítico del proyecto de reforma de la ley 30 de 1992
y delimitar técnicamente sus ámbitos. En ese sentido la intención parece clara: 
reducir la discusión a la lógica parlamentaria de la transacción y llevarla al terreno 
del posibilismo, de la victoria pírrica, a la exaltación de los “aspectos positivos”. 
Por otra parte, se le ha pretendido poner el termómetro a la resistencia, incluso 
intentando forzarla a una movilización temprana. Afortunadamente el movimiento 
estudiantil y sectores del profesorado comprendieron el momento y han destinado 
sus esfuerzos más bien al estudio de la reforma y a la preparación para la movilización 
y la resistencia activa.
Elementos de contexto del proyecto de reforma
El momento de la presentación de la iniciativa tiene, no obstante, alcances más 
estructurales y de diseño estratégico. En realidad nos encontramos frente a un 
punto de llegada de una trayectoria de políticas educativas de cerca de dos décadas 
y, al mismo tiempo, frente al punto de partida que representan las transformaciones 
que se pretenden desatar con los lineamientos trazados por el proyecto en curso.
Consecuentes con esa fuerza intelectual y política que Perry Anderson 
deliberadamente le ha reconocido al neoliberalismo, y que se expresaría en “su 
energía, su intransigencia teórica y su dinamismo estratégico”1, durante las últimas 
dos décadas se ha asistido en Colombia al desarrollo de lo que en la actualidad 
ya se define como el Sistema de Formación de Capital Humano (SFCH). Se trata 
de un diseño institucional, que responde tanto al entendimiento que tiene el 
proyecto político económico neoliberal sobre la organización, el papel y la función 
de la educación, como a la redefinición a la que ha sido sometido el trabajo en 
términos de precarización y de autovalorización, en una economía que debe tener 
la capacidad de dar respuesta a la tendencia de la acumulación capitalista. Se trata 
en lo esencial de un concepto de educación para el trabajo; de un alistamiento del 
sistema educativo en función de las demandas de la economía y del mercado. Y 
de un disciplinamiento de la fuerza de trabajo de acuerdo con la oferta educativa 
así diseñada. El concepto de capital humano representa una buena síntesis de 
la compresión sobre educación y trabajo desde una perspectiva neoliberal; es la 
consecuencia lógica del invidualismo metodológico y del mecanismo del mercado, 
extendido a las condiciones de reproducción de la fuerza de trabajo. 
La conformación del SFCH es el resultado de varios procesos cuyos diseños e 
interrelaciones se revelan actualmente con mayor claridad. Me refiero a los procesos 
1  Perry Anderson, “Balance del neoliberalismo. Lecciones para la izquierda”, en Utopías, 
Revista de debate político, no. 169, Madrid, 1996
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de reforma a los que ha sido sometida la educación básica y media, a los cambios 
operados en la educación técnica y profesional, y a las tendencias de la política en materia 
de educación superior2. Dos han sido los lineamientos de tales procesos: la imposición de 
una concepción de la educación basada en las competencias y la organización y creciente 
disposición del sistema educativo de acuerdo con la lógica mercantil.
La restauración del poder clase, a la que se refiere David Harvey3, cuando caracteriza 
uno de los propósitos del proyecto neoliberal, pasa justamente por una disposición 
distinta de la educación. Mercantilizarla no es un asunto exclusivo de economía, se 
trata también de la dominación, de la construcción de proyecto hegemónico. En ese 
sentido debe comprenderse justamente el proceso de conformación del SFCH y los 
lineamientos concebidos por el  gobierno de Santos. 
En el documento de las bases del Plan Nacional de Desarrollo dentro del componente 
de política social llamado Igualdad de oportunidades para la prosperidad social se 
establece que “es necesario desarrollar y fortalecer el Sistema de Formación de 
Capital Humano que consiste en: 1) garantizar el acceso universal a la educación 
básica, haciendo especial énfasis en la calidad del servicio, procurando reducir las 
brechas entre prestadores públicos y privados, y haciendo hincapié en la importancia 
de asegurar la permanencia de los estudiantes en el sistema; 2) dar especial atención 
al acceso en el nivel de educación media; 3) mejorar la cobertura y pertinencia 
de la educación superior y en particular de la educación técnica y tecnológica, y 
4) dinamizar y mejorar la cobertura y pertinencia de la educación para el trabajo, 
introduciendo esquemas competitivos y de aseguramiento de la calidad”4.
Como se aprecia el Plan reafirma el concepto de educación en competencias  y 
le concede especial atención a la educación superior, teniendo en cuenta, entre 
otras cosas, la aún relativamente baja cobertura en comparación con otros 
países de América Latina. No es propósito de este trabajo discutir el discurso y la 
retórica de la política educativa considerando las tendencias de consolidación de 
un modelo económico de reprimarización transnacionalizada y financiarizada ni las 
configuraciones de precariedad e informalidad que ha asumido el mercado de trabajo, 
lo cual –en términos de empleo– representa que dado el carácter intensivo en capital 
2  Escapa a los propósitos de este ensayo, un análisis de esos procesos de reforma. 
Al respecto ver, por ejemplo, Jairo Estrada Álvarez, La contra “revolución educativa”. 
Política educativa y neoliberalismo en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, Unibiblos, 
Universidad Nacional de Colombia, 2003.
3  David Harvey, Breve historia del neoliberalismo, Akal, Madrid, 2007.
4  Departamento Nacional de Planeación,  Bases Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. 
Prosperidad para todos, Bogotá, 2010, p. 240.
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de la actividad económica en el sector primario, las opciones 
de nuevos sitios de trabajo se desplazan básicamente 
al llamado autoempleo y se fundamentan, mediante la 
promoción de una cultura del emprendimiento, en la 
extrapolación del principio de “cada quien se labra su propio 
destino”. De tal suerte que buena parte de nuestros jóvenes 
profesionales parecieran estar condenados a moverse en el 
mundo de las microfinanzas y los microcréditos, con los que 
se espera justamente promover su espíritu empresarial.
Los diseños institucionales en materia de educación 
superior parecieran no resultar plenamente funcionales 
para el estado actual de la estrategia neoliberal en este 
campo. En efecto, a juzgar por los lineamientos generales 
de la reforma que se ha anunciado, se trataría básicamente 
de corregir dos imperfecciones: una primera, que resulta 
del proceso de neoliberalización emprendido con la ley 30 
de 1992, el cual arrojó un sistema de educación superior 
altamente heterogéneo, como se dice eufemísticamente en 
el lenguaje del Banco Mundial para justificar los efectos de 
una política de desregulación y de promoción desordenada 
del mercado educativo, expresada en la multiplicación 
de instituciones privadas y de programas académicos. 
Durante los gobiernos de Uribe Vélez se emprendieron 
políticas tendientes a corregir esas “fallas del mercado”, 
reforzando los controles para el otorgamiento de registros 
calificados e imponiendo una cultura de evaluación de la 
calidad, incluyendo los exámenes de calidad de la educación 
superior, los ECAES. El proyecto que se ha presentado para 
la discusión tiende a reforzar un concepto de mercado 
regulado, de orden de la competencia, atendiendo atributos 
de calidad. Se trata de ofrecerle a los consumidores 
educativos mercancías con valores de uso comprobables y 
reconocidos institucionalmente. Una segunda, que proviene 
de las regulaciones frente a las universidades públicas, 
que impide un tránsito más acelerado hacia escenarios 
mercantiles y de privatización. Tales regulaciones se refieren 
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en lo fundamental a la autonomía universitaria y las condiciones de financiación. Por 
ello, la reforma representa un ataque certero en ese sentido.  
El marco institucional para la expropiación de un bien común
Dentro de los múltiples aspectos que hacen parte de esta iniciativa gubernamental 
pretendo hacer un énfasis los alcances y el significado del cambio de la naturaleza 
jurídica de las instituciones de educación superior, y de la apertura a la inversión 
privada con ánimo de lucro. Aquí se encuentra probablemente el nudo gordiano de 
la reforma y se manifiesta el radicalismo neoliberal, siempre recordándonos que la 
transformación de las relaciones de propiedad debe hacer parte de cualquier agenda 
política que pretenda una reorganización estructural de la sociedad. En este caso, 
la propuesta gubernamental sienta las bases para una expropiación  y privatización 
plena de ese bien común llamado educación pública del nivel superior, así no sea en 
forma inmediata. La pretensión de una extensión plena de la lógica capitalista a este 
nivel educativo, se constituye en otra de las formas del proceso de  acumulación por 
desposesión que se ha venido adelantando en el país. 
En desarrollo de ese propósito, en el proyecto de reforma están diseñados varios 
caminos. En primer lugar, se afirma en la justificación del proyecto, “es importante 
abrir el espacio para que las actuales instituciones sin ánimo de lucro coexistan con 
nuevas IES (instituciones de educación superior) que tengan la naturaleza de, por 
ejemplo, sociedades por acciones”. Y se agrega, “esta posibilidad es un incentivo a la 
inversión privada para participar en el sector, pues el marco jurídico de este tipo de 
sociedades es más flexible en cuanto a la transferencia de activos y pasivos, lo que 
hace que su crecimiento sea más rápido y permite formación de alianzas nacionales 
e internacionales”5.
La sociedad por acciones representa probablemente la forma jurídica más 
representativa de la organización y de la protección de la propiedad privada 
capitalista. Ella sintetiza de manera ejemplar el propósito principal de la disposición de 
los recursos al adelantar cualquier actividad económica: la obtención de rentabilidad, 
la garantía de una tasa de ganancia. 
Al establecerse esa forma jurídica de organización de la propiedad, válida para 
nuevas instituciones a ser creadas por inversionistas privados, queda abierta la 
posibilidad –el proyecto no es claro al respecto– de una modificación de la naturaleza 
jurídica de las instituciones ya existentes. No es de descartar que a futuro se definan 
5  Véase el documento, Ministerio de Educación. “Elementos para la discusión. Proyecto 
de ley por el cual se regula el servicio público de la educación superior”, Bogotá, 2011.
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las condiciones para producir el tránsito de una forma jurídica sin ánimo de lucro 
hacia otras con ánimo de lucro. Y, además, de una institución de derecho público a 
otra de derecho privado.
La experiencia de la privatización de los servicios públicos domiciliarios es 
suficientemente ilustrativa y debe ser recordada en el contexto de los debates 
actuales sobre el futuro de la universidad pública. Un mandato clave de esa ley 
consistió en el cambio de la naturaleza jurídica de las empresas, de establecimientos 
públicos, o de empresas industriales y comerciales del Estado, a sociedad por 
acciones. El argumento de entonces es el mismo que ahora reaparece en el debate 
universitario. La escasez de recursos de inversión o los problemas de financiación 
de las empresas pueden ser resueltos mediante la capitalización con inversionistas 
privados. La diferencia está en que, por ejemplo, en el caso de las empresas de 
energía eléctrica se buscaba con ello aumentar la capacidad instalada e incrementar 
la generación de kilovatios hora; ahora, se trataría de aumentar la oferta de cupos 
para incrementar la cobertura educativa.
Con la creación de sociedades accionarias de la educación superior se transformaría 
sustancialmente el campo de la educación. Se trataría de la instalación abierta y sin 
tapujos de un régimen que va más allá del concepto de capitalismo académico6. El 
significado de la probable apertura a la inversión privada debe ser considerado con 
mayor detenimiento. No es un asunto más de la reforma. Reitero, es la cuestión clave 
de la reforma. Este desarrollo normativo, además de organizar sin mediación alguna 
el negocio de la educación superior, de establecer un nuevo ámbito para los flujos de 
capital, se articularía con otros regímenes existentes en materia de inversión, que 
nos llevan a pensar en los caminos de la transnacionalización de la educación y de 
la organización de un mercado mundial de la educación. No se trata solamente de la 
eventual entrada en el escenario de la educación superior colombiana de las llamadas 
universidades corporativas, concebidas para atender las necesidades de formación 
en competencias para el trabajo en las respectivas empresas, sin la necesidad de 
conceder títulos universitarios, ofreciendo simplemente certificaciones. 
6  El capitalismo académico consiste en el uso que las universidades hacen de su único 
activo real, el conocimiento de sus académicos, con el propósito de incrementar sus 
ingresos; se refiere al conjunto de iniciativas y comportamientos de alcance económico 
para garantizar la obtención de recursos externos. Sheila Slaughter y Larry Leslie, 
Academic capitalism: politics, policies and the entrepreneurial university, Baltimore, 
Johns Hopkins, 1997.
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Me refiero al encuentro entre pretensiones de la Organización 
Mundial del Comercio por extender sus regulaciones a los 
servicios transfronterizos de educación, por una parte, con 
el régimen de inversión extranjera colombiano establecido en 
el estatuto de inversión extranjera (Decreto 2080 de 2000), 
los capítulos de inversión de los tratados de libre comercio 
y los acuerdos bilaterales de protección y de promoción 
recíproca de inversiones, por la otra. El ordenamiento jurídico 
quedaría dispuesto para la inserción del negocio universitario 
dentro de la acumulación transnacional. Se puede alegar que 
el tamaño del mercado no sería suficientemente atractivo 
como para esperar flujos significativos de inversión extranjera 
en este campo. Pero este argumento, no obstante, no 
parece tener mucho peso. En un contexto de organización 
transnacional de los negocios, la lectura del mercado no se 
refiere exclusivamente al “territorio nacional”, o a la eventual 
“aglomeración” de consumidores en grandes ciudades, 
trasciende justamente esos espacios, deslocalizándose, o 
definiéndose regionalmente. Se trata, además, de un mercado 
relativamente promisorio, dadas las pretensiones de aumento 
de la cobertura al 50 por ciento de los jóvenes en edad de 
adelantar estudios en educación superior.
Considerando que el régimen de inversión extranjera es 
un régimen de protección plena de los derechos del capital, 
que puede ser amarrado adicionalmente con contratos de 
estabilidad jurídica (Ley 963 de 2005), la eventualidad de una 
transnacionalización de la educación superior representaría 
el pleno sometimiento de la actividad universitaria a las 
tendencias de la acumulación transnacional. En este punto, el 
asunto no es meramente económico. De esa forma se sentarían 
las bases de lo que podría definirse como un colonialismo 
universitario. La pretensión del dominio transnacional sobre la 
cultura. La pretensión de transformación radical (neoliberal) de 
la vida universitaria. La racionalización arbitraria de un nuevo 
modo de producción del conocimiento, sometido plenamente 
a los designios del capital. El fin de la ya maltrecha autonomía.
durante las últimas 
dos décadas se ha 
asistido en Colombia 
al desarrollo de lo 
que en la actualidad 
ya se define como 
el Sistema de 
Formación de Capital 
Humano (SFCH). se 
trata de un diseño 
institucional, que 
responde tanto al 
entendimiento que 
tiene el proyecto 
político económico 
neoliberal sobre 
la organización, el 
papel y la función de 
la educación, como 
a la redefinición 
a la que ha sido 
sometido el trabajo 
en términos de 
precarización y de 
autovalorización, 
en una economía 
que debe tener 
la capacidad de 
dar respuesta a 
la tendencia de 
la acumulación 
capitalista.
volver
Con la creación de sociedades accionarias de la educación superior se generarían 
además condiciones para que los propietarios, titulares de las acciones, transasen esos 
valores en los mercados de capitales y, en consecuencia, para que las instituciones 
universitarias quedasen igualmente sometidas a los avatares de la especulación 
financiera. La generación de excedentes, la producción de ganancias supondría 
igualmente el “desvío” de recursos hacia estos mercados. La producción universitaria 
concebida como otra de las tantas producciones mercantiles.
Precisamente, uno de los cambios a esperar se encontraría en el entendimiento del 
proceso de producción universitaria. Merced a los rasgos históricos de la universidad, la 
producción universitaria, esencialmente inmaterial, no ha sido (podido ser) subsumida 
en forma plena a la lógica capitalista. Las posibilidades de resistencia y la misma 
tendencia a la autonomización del sujeto, basadas en las características del proceso 
de producción, han sido en este sentido fundamentales. La pretendida organización 
abiertamente mercantil supone un alistamiento y una disposición de los recursos 
universitarios atendiendo, sin mediación política alguna, la ley del valor. La tasa de 
ganancia sólo se puede garantizar a partir de una relación costo-beneficio determinada. 
Todo ello supone un proceso de disciplinamiento y normalización de la comunidad 
universitaria en prácticas propias de la lógica fabril. Todo el quehacer universitario 
demanda ser dispuesto con el propósito de obtener utilidades. 
Otro camino de la expropiación y de la privatización, se encuentra, en segundo lugar, 
en la creación de “una nueva categoría de instituciones de educación superior por el 
origen de sus recursos, al adicionar a la actual clasificación de públicas y privadas la 
de instituciones de educación superior mixtas”. Y agrega, “se pretende así establecer 
la habilitación normativa para que recursos del sector privado se vinculen al esfuerzo 
estatal que propende por la ampliación de la cobertura en educación superior”. (…) “Se 
recoge así la experiencia exitosa que ha tenido el Estado colombiano en la prestación 
de otros servicios públicos en los que concurren aporte estatales y de capital privado, 
como también las prácticas innovadoras de algunos países en los que ya funcionan 
instituciones como las que se proponen (…)7.
Si no está previsto en el inmediato plazo el cambio en la naturaleza jurídica de las 
instituciones públicas de educación superior hacia instituciones de derecho privado, 
la figura de las instituciones mixtas representa un camino menos expedito, pero 
también eficaz dentro de los propósitos privatizadores y de sometimiento a la lógica 
mercantil. En este caso, se acompaña del chantaje de la insuficiencia de recursos y 
7  Ministerio de Educación Nacional, ob. Cit.
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de la política de desfinanciación deliberada que ha venido imponiendo el Estado 
a las universidades públicas. En efecto, desde la Ley 30 de 1992 se produjo una 
congelación de los recursos dispuestos por el gobierno central al establecerse un 
monto de transferencias a incrementarse, sobre una base definida previamente, 
en la misma proporción del índice de precios al consumidor causado en el año 
inmediatamente anterior a la respectiva transferencia a la universidad. Por esta vía, 
las universidades fueron forzadas a una creciente generación de recursos propios 
para atender sus planes de desarrollo y, parcialmente, las demandas crecientes 
de los jóvenes por educación superior. No es propósito de este texto, evaluar la 
respuesta que ha dado la universidad pública en presencia de una política hostil 
de financiamiento gubernamental. Los nuevos recursos dispuestos para educación 
superior han privilegiado el crédito educativo para contribuir a cubrir las necesidades 
de demanda que tiene las instituciones privadas de educación superior, es decir, 
para estimular el mercado privado educativo. 
Lo cierto es que las universidades públicas se encuentran frente a requerimientos 
crecientes por educación, acentuadas por las situaciones de crisis y las tendencias 
a la precarización de las condiciones de vida y de trabajo impuestas por las políticas 
neoliberales a amplios sectores de la población. La dificultad de pagar una universidad 
privada ha provocado un aumento de la demanda por educación superior pública. 
Empero, las instituciones públicas no están en condiciones de atender con suficiencia 
esas demandas debido a sus limitaciones de recursos. Lo lógico sería que el gobierno 
aumentase el gasto, por la vía de transferencias,  si en verdad quisiera atender las metas 
de cobertura que se ha trazado. Sería ingenuo esperar una decisión de esas, en 
un contexto de prevalencia de políticas neoliberales. De lo que se trata aquí es de 
avanzar hacia esquemas de privatización.
La figura de las instituciones universitarias mixtas se ofrece como la opción política 
y económica ajustada a los propósitos del proceso de neoliberalización. El tránsito 
hacia una institución mixta tiene como supuesto el cambio en la naturaleza jurídica 
de las instituciones, y si se trata de abrirlas a la inversión privada tendría que ser 
mediante una forma jurídica que garantizase el ejercicio de los derechos de propiedad 
(adquisición, transferencia, obtención de ganancias, repartición de dividendos, etc.). 
Para esperar inversión privada, tendría que ser una institución organizada de acuerdo 
con la lógica del negocio privado, incluyendo las consecuencias que ello trae consigo 
en los términos ya planteados. En realidad, se trataría de la expropiación de un 
bien común, acumulado históricamente, para disponerlo en función de intereses 
capitalistas privados, con todo lo que ello significa en términos políticos, económicos 
y socioculturales.
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Los diseños institucionales en materia de 
educación superior han venido produciendo un 
alistamiento para darle un mayor sentido a este 
propósito. La existencia de gobiernos universitarios 
dóciles es una condición. Y en eso, la estrategia 
neoliberal ha registrado avances durante la última 
década. Es claro que con la reforma se avanzaría en 
esa dirección, reeditando en parte la experiencia ya 
vivida en la educación básica y media. Por una parte, 
se trata de forzar un mayor resquebrajamiento 
de la autonomía universitaria con la tendencia 
a la imposición de los lineamientos de política 
diseñados desde el Ministerio de Educación desde 
el respectivo gobierno, es decir, la centralización de 
los diseños fundamentales de política estableciendo 
estándares e indicadores de referencia (por ejemplo, 
de cobertura, de calidad, de eficiencia en el manejo 
de los recursos), e imponiendo gradualmente –como 
se ha intentado hacer durante la última década– un 
concepto de financiación basado en la demanda, 
que permita llegar en un momento determinado a 
una asignación de recursos en función del número 
de estudiantes efectivamente atendidos, sobre 
la base de un valor determinado centralmente 
de la unidad de asignación. Por esa vía quedaría 
establecido un camino relativamente expedito para 
la organización de un mercado de asignaciones, 
el cual sería disputado por las instituciones, 
independientemente incluso de su naturaleza 
jurídica. Por esa vía, el negocio se podría volver 
atractivo más para los inversionistas privados, 
pues sus inversiones podrían retornar justamente 
con el soporte de las asignaciones por estudiante 
atendido, que bien pueden asumir los rasgos de un 
subsidio a la demanda que podría ser cofinanciado 
con recursos propios o con recursos de crédito por 
parte del estudiante.
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También es este caso, la tendencias a la transnacionalización y a la 
inserción en el mercado mundial de la educación estaría servida.
Confrontar y rechazar la reforma
Como se aprecia, la universidad pública se encuentra hoy sometida 
a uno de los más peligrosos asedios que ha vivido en su corta 
historia. Con preocupación se observa, además, que en su propio 
seno coexisten también las fuerzas de la indiferencia y, en algunos 
casos, del acompañamiento cínico o ingenuo frente a esta iniciativa 
gubernamental.
El análisis propuesto lo he realizado en términos extremos, 
maximalistas, como lo son las propuestas de política neoliberal. Según lo 
recuerda Perry Anderson, ese maximalismo ha sido altamente funcional, 
pues provee un amplio repertorio de medidas radicales que se ajustan a 
las circunstancias concretas de cada momento específico8. En el caso 
que nos ocupa, ilustra sobre las pretensiones extremas en materia de 
educación superior de un proyecto político económico del despojo y 
pone de relevancia el mismo tiempo la necesidad de confrontarlo con 
toda radicalidad. Aquí no hay lugar a términos medios o a escenarios 
transaccionales. La propuesta tiene que ser rechazada. El movimiento 
que se logre conformar debe encauzarse a exigir su retiro.
8  Perry Anderson, ob. Cit.
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